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RESUMEN 
La presente investigación titulada: “Tributos ambientales y medidas de acción 
preventiva en favor del medio ambiente dentro de la normatividad nacional, 2019”; es una 
investigación de tipo descriptivo que aborda el problema medio ambiental; el problema que 
abordamos se centra en la interrogante: ¿La incorporación de los tributos ambientales en la 
legislación nacional beneficiará las medidas de acción preventiva en resguardo y 
protección del medio ambiente?; lo cual ha conllevado a establecer el objetivo general de  
la investigación en los siguientes términos: analizar el sustento jurídico normativo de los 
denominados tributos ambientales dentro de la legislación nacional, regional y municipal 
como una alternativa para actuar en favor de las medidas de acción preventiva en  
resguardo y protección del medio ambiente. Los resultados nos muestran que nuestra 
normatividad no ha desarrollado aún en el cuidado del medio ambiente; únicamente existen 
sanciones de carácter administrativo; pero no penales por el daño causado; así no se 
contempla el resarcimiento a la población que puede ser afectada por estas malas prácticas. 
En la región Piura existen muchas empresas que operan y que están afectando la calidad 
del agua, el aire y los recursos naturales. Así mismo se han desarrollado muchos proyectos 
que buscan la protección del medio ambiente incluso algunos binacionales; sin embargo, 
encontramos poca articulación entre todos ellos. Es necesario que el Estado peruano tenga 
una mayor actividad en el medio con la finalidad de poder actuar tal como ya se vienen 
desarrollando acciones en otras legislaciones. 
Palabra clave: Tributos ambientales; medidas de acción preventiva y medio ambiente. 
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ABSTRACT 
This research entitled: "Environmental taxes and preventive action measures in favor of the 
environment within national regulations, 2019"; It is a descriptive research that addresses 
the environmental problem; The problem we address focuses on the question: Will the 
incorporation of environmental taxes into national legislation benefit the preventive action 
measures in environmental protection and protection ?; which has led to establishing the 
general objective of the investigation in the following terms: analyze the normative legal 
support of the so-called environmental taxes within national, regional and municipal 
legislation as an alternative to act in favor of preventive action measures in protection and 
protection of the environment. The results show us that our regulations have not yet 
developed in the care of the environment; there are only administrative sanctions; but not 
criminal for the damage caused; thus the compensation to the population that can be 
affected by these bad practices is not contemplated. In the Piura region there are many 
companies that operate and are affecting the quality of water, air and natural resources. 
Likewise, many projects have been developed that seek the protection of the environment, 
including some binational ones, however we find little articulation among them. It is 
necessary that the Peruvian State has a greater activity in the environment in order to be 
able to act as actions are already being developed in other laws. 




El cuidado del medio ambiente hoy en día está generando una gran preocupación a 
nivel internacional, la intervención de políticas estatales que buscan preservar los 
ecosistemas es una demanda mundial, sin embargo la problemática existente aún no llega a 
concientizar a todos los sectores aunando esfuerzos en poder lograr la revitalización de 
nuestro planeta que hoy en día se está viendo afectado por la extinción de especies, el 
cambio climático y la deforestación de grandes valles, entre otros problemas muy grandes. 
 
La Organización de las Naciones Unidades (ONU) aún no ha podido encontrar una 
solución que viabilice a todos los actores de manera consciente en poder hacer frente a este 
problema; las personas en general dentro de la estructura social es el principal agente de 
cambio; sin embargo, este elemento aún no es consciente del rol que debe de desarrollar en 
beneficio de todos. 
 
La persona se encuentra en una constante búsqueda de poder generar un mayor 
margen de ingresos económicos, así como también los Estados cuya preocupación es 
organizar un mayor aporte en el fisco, teniendo en cuenta la inversión social, la cual no 
necesariamente afectara los recursos naturales, que es la base del desarrollo humano. Bajo 
esta perspectiva una reforma fiscal implicaría proteger a la naturaleza mediante la 
aplicación de impuestos efectivos para quienes vulneren el medio ambiente. 
 
La creación de tributos ambientales se relaciona de forma directa con la creación de 
nuevos impuestos, contribuciones o tasas, a los agentes son que generadores de 
contaminación, en este rubro encontramos mayormente empresas que están legalmente 
constituidas y otras que no lo están y que afectan en mayor medida, generando un gran 
impacto en el medio, ocasionando muchos problemas que aquejan a la humanidad de hoy. 
 
Los tributos ambientales se encuentran señalados dentro del cuerpo orgánico de 
nuestro Estado, tanto a nivel nacional como regional o local, siendo la Constitución Política 
el máximo órgano rector, en el cual se ve reflejado el aspecto jurídico legal. El estatuto 
tributario es una ley, que no se encuentra por encima de la Constitución y que ha sido 
elaborada a propuesta del MINAM. Siguiendo en el orden de prioridad encontramos a los 
Decretos que emanan del Ministerio del Medio Ambiente y Vivienda de Interés Social, 
siguiendo el orden las ordenanzas municipales. 
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En nuestro país la explotación de los recursos naturales ha generado y sigue 
generando una gran contaminación ambiental, situación que está vigente en la agenda 
política del Estado, pero que hasta ahora no ha tenido resultados positivos en su totalidad, 
ya que este problema afecta el desarrollo de la política, la economía y el desarrollo de las 
poblaciones que se ven afectadas por este problema. 
 
Las políticas públicas que se han generado por parte del Estado en aras de sancionar 
la contaminación ambiental no se evidencia de forma contundente en el territorio nacional; 
ya que las estrategias, mecanismos e instrumentos no se aplican de forma total, hace falta la 
fiscalización ambiental de manera permanente. Los tributos con fines de protección 
ambiental también llamados eco tributos, se han agregado en la gran mayoría de 
ordenamientos jurídicos en las repúblicas latinas americanas, su objetivo es proporcionar 
mayores ingresos al fisco, así como también incentivos a empresas que apuestan por la 
seguridad y conservación del medio ambiente. 
 
Por medio de esta estrategia se busca alcanzar una sólida política ambiental 
sustentada en un ordenamiento jurídico legal asociado al problema, respetando los 
principios constitucionales que delimitan los tributos y su contexto. Como ya se ha 
señalado la explotación de los recursos naturales han ocasionado una gran contaminación; 
situación que a su vez ha originado una gran preocupación por la protección y cuidado del 
medio ambiente, que se viabiliza por medio de las políticas de Estado, que tratan de 
enfrentar el problema. 
 
Por ello las políticas públicas tienen el objetivo de combatir este problema, 
estableciendo estrategias, que logren desarrollarse de forma contundente mediante la 
aplicación de mecanismos e instrumentos que reglamenten y normen la gestión ambiental, 
en aras de una solución inmediata para todos. En relación a los instrumentos estos son de 
orden económico o también llamado de mercado, en el cual se encuentra inmersa la 
fiscalización ambiental: tributos, estímulos fiscales y exenciones. 
 
Los tributos orientados a la protección ambiental, están siendo incorporados en todos 
los ordenamientos jurídicos constitucionales en las repúblicas de América del Sur; lo cual 
generará un mayor ingreso al fisco, así como también incentivos a las empresas por la 
seguridad en la conservación del medio ambiente. Con ello se busca desarrollar una sólida 
relación entre la legislación y la política ambiental, aunque en la práctica es una tarea 
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difícil, ya que tienen que prevaler los principios del derecho constitucional que norman los 
tributos. 
 
Nuestro país se encuentra aún en vías de desarrollo; por tanto, una de las grandes 
diferentes entre la población es la justa distribución de la riqueza y el acceso a los servicios 
básicos para alcanzar una calidad de vida, acorde con el desarrollo de la sociedad. La ONU 
(2016); en su informe señala que económicamente la pérdida de biodiversidad en la región 
sudamericana asciende a millones de dólares por año; lo que significa un 4,5% del PBI de 
dichos Estados. Cabe señalar que los países con mayor acceso a la biodiversidad andina 
son: Ecuador Colombia, Bolivia y Perú; en su conjunto son denominados países mega 
diversos afines, con mayor índice de biodiversidad mundial. 
 
Fernando, C. (2017); en su tesis analiza el derecho de acceso a la información 
ambiental; el cual es un estudio comparativo de las legislaciones jurídicas española y 
argentina; investigación desarrollada en la Universidad de Complutense de Madrid 
(España); en la que concluye que: la incorporación ambiental es un interés jurídico de 
muchos Estados; sin embargo en el caso de España y Argentina; se han efectuado cambios 
muy notables dentro de sus ordenamientos jurídicos, con lo cual el orden jurídico  
ambiental recibe una gran contribución, que sirve de modelo a otros Estados. En los 
argumentos que se sustentan en el trabajo, resalta el derecho a la información ambiental y 
el derecho a disfrutar del ambiente; los cuales son parte de los derechos que corresponden a 
la tercera generación, afianzándose su crecimiento con el uso de las tecnologías de la 
información. Así mismo la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos; han desarrollado una gran tarea en sus intervenciones 
dentro de la materia ambiental. En el caso de la normatividad española el derecho a la 
información ambiental, aún es un derecho no reconocido de forma expresa por su 
Constitución a diferencia de la normatividad constitucional argentina. 
 
Lemos, J. (2016); en un artículo científico en el que se aborda los costos ambientales 
en sentido oculto sobre los procesos de producción del ácido cítrico; desarrollado para la 
Universidad La Gran Colombia; en el cual sustenta que: los costos ocultos que se generan 
en el medio ambiente; muchas veces no se analizan en el debido contexto; ya que se 
aceptan como parte del proceso productivo y no se reconocen. El estudio consultado se 
ubica dentro del marco de la Contabilidad Medioambiental. Esta materia plantea que las 
entidades y los sujetos relacionados pueden ser perturbados por los movimientos que 
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genera la inclusión dentro de la grafía contable asociadas a las variables sociales y 
ambientales afectando la producción. Lo cual genera conciencia de la vinculación 
económica financiera imperante, en base a la cual opera la corriente principal de la 
contabilidad. Desde el interior de este enfoque se sabe que las prácticas contables ocultan 
las consecuencias vinculadas al medio ambiente, no describen o analizan el impacto 
causado afectando a toda la sociedad en general. 
 
Di Terlizzi, S. y Name, L. (2015); en una investigación que aborda los costos 
ambientales relacionados a la industria del petróleo; desarrollado en la Pontificia 
Universidad Javeriana (Colombia), en la concluye que: el derecho sostenible está vinculado 
directamente al derecho ambiental; y que esta última plantea un ordenamiento claro sobre 
la industria del petróleo en el país. Tal como manifiestan otros estudiosos del tema en 
relación a quienes consideran que en el Estado de Colombia posee diversos atractivos 
económicos. Colombia aún vive de sus atractivos, sin embargo el problema principal se 
centra en la inseguridad jurídica, esto ocasiona efectos negativos en la que los empresarios 
son los principales afectados, se necesitan regulaciones que emanen de la política actual y 
el campo procedimental, es necesario generar los mecanismos adecuados que brinden una 
mayor nivel d organización y sistematización de la información. 
 
Armas, L. (2016); en un estudio realizado sobre los tributos ambientales en  el 
sistema jurídico latinoamericano y con especial incidencia en nuestro país respeto de los 
principios preventivos y precautorios; en la que concluye que: en latinoamérica existen 
distintos mecanismos: impuestos e incentivos que son usados como políticas públicas para 
la protección del medio ambiente. En líneas generales los sistemas tributarios en 
Latinoamérica presentan características de complejidad, pero en la práctica son deficientes 
y sin efectividad; sin embargo, se han complementado por normativas sancionadoras hacia 
las acciones de contaminación. En relación a nuestro país, no existe respeto en relación a 
los principios precautorios, preventivos y de internalización de costo; en consecuencia, 
poseemos una muy mala fiscalización; situación que vulnera nuestra sociedad en general, 
sumándose una ineficaz técnica procedimental sobre el cobro de los tributos ambientales 
teniendo como objetivo el aspecto recaudatorio, así como los acciones imponibles y el 
beneficio tributario. El estudio sugiere la creación de un proyecto de ley que trata a fondo 
jurídicamente este problema. 
 
García, F. (2018) analiza la falta de eficacia de la Ley General del Ambiente y los 
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daños ambientales; desarrollado para la Universidad César Vallejo, filial Chiclayo; en 
dicho estudio se tiene que: se analizan la falta de eficacia de los artículos 144° y 145° de la 
Ley N° 28611; en razón de los conflictos que surgen al momento de la aplicación de la 
normatividad, con relación al daño cometido; ya que únicamente considera el resarcimiento 
económico y no el hecho de la reparación de la naturaleza que el medio ambiente demanda; 
en esto el Estado debe de incidir para poder conservar y salvaguardar el medio ambiente. 
La autora nos muestra que existen elementos que impiden el resarcimiento de los perjuicios 
ambientales como por ejemplo frente a la tala de árboles, ya que la ley señalada en cuestión 
resulta ser ineficaz en este aspecto. Así mismo en la investigación llega a concluir que 
existe una falta de preocupación por parte del Estado peruano frente a esta problemática 
ambiental, sumándose también la poca importancia que se le da a la tala de árboles tanto 
por parte del Estado como de la población en general, todo esto conlleva a señalar que es 
necesario plantear reformas que contribuyan a proteger los recursos naturales. 
 
Alva, K. (2014); analizo un tema constitucional sobre el fortalecimiento y la 
protección al ambiente y los recursos naturales en la actual Carta Magna del Estado; 
estudió desarrollado en la Universidad Antenor Orrego (Trujillo); en la que sostiene que la 
protección constitucional en referencia a los recursos naturales y el ambiente; reconociendo 
los derechos de la naturaleza; generará que el Estado pueda garantizar de forma eficaz el 
poder disfrutar de una ambiente adecuado y equilibrado exigible como derecho 
fundamental para la vida humana. Así tenemos que el reconocimiento constitucional del 
medio ambiente como sujeto de derecho, pretende proteger a las generaciones futuras el 
bienestar de desarrollarse en un ambiente idóneo preservando la naturaleza en general. La 
autora hace un examen muy detallado de la doctrina, el ordenamiento jurídico y la 
jurisprudencia de manera comparada, en la cual observa que ay un gran avance jurídico en 
relación a esta materia del derecho pero que, en nuestro país, aún nos falta mucho por 
recorrer. En virtual del análisis constitucional del artículo tercero de nuestra Carta Magna, 
que establece los derechos; sin embargo, teniendo en cuenta el principio numerus apertus, 
obliga a la declaración de los derechos de la naturaleza, debido a que la decencia del ser 
humano es concebida bajo un ambiente equilibrado y adecuado. 
 
Los tributos ambientales; desde el punto de vista de Bravo, J. (s.f.) considera que, en 
nuestro tiempo, el vínculo entre medio ambiente y tributos está atravesando por una grave 
crisis; donde el hombre es el principal agresor de la naturaleza. Los impuestos y tasas 
ambientales deben ser instaurados con el fin de retraer y delinear el comportamiento de 
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aquellos que contaminan y vulneran a la naturaleza; ya que es una preocupación mundial el 
tema del cambio climático y la grave crisis que se puedan presentar a futuro y seguimos 
por el mismo camino. 
 
Antón, M. (2015) considera que los tributos ecológicos son posiblemente es la forma 
más apropiada en la aplicación del principio “quien contamina paga”, situación que 
incorpora el precio ecológico sobre un bien o servicio, orientando los tributos hacia los 
productores y consumidores dentro de los márgenes de un comportamiento ecológicamente 
apropiado y eficiente. Dicho de otra manera, se paga más por las cosas que son perniciosas 
ambientalmente y menos por las provechosas. Como indica el autor estaríamos ante un 
impuesto indirecto cuyo carácter es motivador ya que procura disminuir el daño ambiental 
gravando la declaración de la riqueza transcrita en el consumo, lo cual también tendrá 
consecuencias o efectos en el contrayente de los productos gravados. Por otra parte, la 
doctrina jurídica plantea una diferenciación entre tributos financieros y no financieros. En 
el caso de los último determina que no se usan como fuente financiera sino más bien como 
una herramienta de intervención estatal enmarcado a metas extra fiscales; es aquí donde se 
ubican los tributos ecológicos. 
 
Gonzáles y Menéndez (2004) precisan que: los tributos ecológicos o ambientales son 
instrumentos usados en la política ambiental económica, los cuales son concebidos como 
un abono obligatorio que deben de ejecutar en el orden público los agentes que segreguen o 
desarrollen actividades de índole contaminante y que dichas acciones generan vulneración 
al medio ambiente. Esta concepción presenta dos contextos, el primero enfatiza que el 
tributo ambiental o ecológico es una figura de índole tributaria con el objetivo de proteger 
el medio ambiente; el segundo enfoque de la definición presenta una visión más limitada, 
ya que señala que es un instrumento fiscal de recaudación, la cual debe de estar destinada a 
la protección y salvaguarda del medio ambiente. 
 
Salas, W. (2007); afirma que los tributos medioambientales son contribuciones 
impuestos o tasas de carácter especial cuya finalidad aplicativa sanciona los hechos o actos 
que trasgreden y vulneran a la naturaleza provocando acciones de tutela ambiental. 
Caballero (2001), afirma que el tributo ecológico o ambiental es una prestación de índole 
económica vinculada al Derecho Público; con la finalidad de poder ordenar el 
comportamiento de los consumidores y productores que vulneran el medio ambiente. 
Ambos autores señalan que el hecho causante de este tipo de impuesto está constituido por 
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las acciones que directas o indirecta perjudica a la naturaleza. 
 
Alvarado, A. (2015); sustenta que: el ordenamiento normativo jurídico ha 
consolidado una necesidad social y a la vez constitucional; considerando los tratados 
supranacionales; en concordancia con la Unión Europea; los cuales buscan una actuación 
legal y objetiva de los poderes públicos; buscando la protección del medio ambiente, su 
protección así como también su defensa y restauración en bien de la humanidad. El autor 
distingue entre fines y efectos en el aspecto extra fiscal, manifestando que: el tributo está 
orientado de forma esencial y específica a un fin, el cual es diferente del recaudatorio, 
pudiendo ser catalogado como un tributo extra fiscal; sin embargo, si sus efectos son sólo 
extra fiscales; ya sea por su finalidad de recaudar dinero estaremos frente a un error en su 
concepción; ya que el fin debe ser el disuasivo y sobretodo resarcitorio. 
 
Salas, W. (2007); la fundamentación de la obligación ambiental es una partida 
financiera de carácter obligado que guarda relación directa con el arrojo de sustancias 
contaminantes al medio natural, el objetivo es establecer un límite al quebrantamiento del 
medio ambiente. Así mismo el autor señala que la fiscalización ambiental es un medio 
económico de carácter fundamental en la política del cuidado del medio ambiente, ya que 
permite empequeñecer los costos para alcanzar los objetivos medioambientales, 
estableciendo el principio de: “quien contamina paga”; situación que podría crear ingresos 
que podrán usarse para disminuir otros tributos que favorezcan el desarrollo económico, 
produciendo mayores y mejores incentivos hacia la innovación tecnológica en vez de 
enfoques puramente normativos. La aplicación del axioma “el que contamina paga”; así 
como la aceptación de la conceptualización del desarrollo sustentable, han implicado un 
cambio en el tratamiento político actual, que hoy se aplica a distintos países en el mundo 
para la solución de problemas ambientales. Cabe mencionar que los países en vías de 
desarrollo tienen la necesidad de recoger ingresos tributarios para su protección. 
 
Barde, (2005), considera que el impuesto ambiental debe de directamente influir en 
la conducta de los agentes económicos; lo cual conlleva a una necesaria vinculación entre 
el pago del impuesto de lo más cercanamente posible por el problema o vulneración 
ambiental generada. Barde y Braathen, (2002); señalan que: en el diseño del impuesto se 
debe de definir esencialmente la etapa o sección comercial de aplicación de los 
instrumentos; ya que se deberá gravar el producto; su uso final del recurso o en su defecto 
la fuente contaminante de emisión. Por ejemplo, estimar las emisiones contaminantes 
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vertidas en un río en cualquiera de las fases de la producción. 
 
Barde, (2005) argumenta que un impuesto ecológico debe de tomar como factor la 
elasticidad de la demanda con respecto a los importes económicos y las posibilidades de 
poder sustituir el daño, incluidas las conductas alternativas de forma que al considerarse un 
mayor precio; se pueda sustituir el consumo por acciones alternativas que no sean 
perjudicables a la naturaleza, facilitando así el poder lograr los objetivos ambientales. 
 
López y Lara (2005) declaran que en el diseño de un impuesto medioambiental 
deberá tenerse en cuenta el grado de incentivo y la acción en la cual el impuesto apunta 
hacia la disminución de la vulneración ambiental; así mismo se deberá evaluar su 
efectividad con respecto a la posible recaudación o la medida que intenta instaurar. Se 
deberá tomar en cuenta también la intencionalidad recaudatoria y la finalidad ambiental; la 
cual no será más que disminuir el daño o la emisión ambiental. 
 
Castro y colaboradores (2002), definen a la eficiencia ambiental como la capacidad 
de un instrumento para poder alcanzar el logro de los fines ambientales de nuestra sociedad 
por intermedio del efecto incitador que se ejecuta sobre los agentes regulados. Los autores 
consideran que esta acción descrita condiciona el poder determinar una finalidad ambiental 
contra la cual se deberá evaluar el cometido del instrumento; en los términos de costes 
totales; los cuales deberán ser analizados desde la perspectiva para poder alcanzar los 
logros que se exigen por medio del tributo. 
 
Yacolca, (2009); ha elaborado una definición que se aplica a los criterios que se 
deberán tener en cuenta para poder elaborar y diseñar los tributos ecológico o ambientales; 
así como también los beneficios tributarios que deben de generar; los cuales se explican a 
continuación: primero deben de estar alineados a acciones de índole contaminante, 
identificando los sujetos a los cuales se les aplicara el tributo; segundo harán uso de 
estimaciones reales; que puedan vincularse a situaciones de carácter económicas donde 
claramente se afecte el medio ambiente; tercero se hará uso de incentivos de carácter 
positivo en temas de los tradicionales tributos; cuarto se deberá informar y participar con 
los agentes económicos en la etapa primera de adecuación de los tributos ambientales; con 
el objetivo de evitar situaciones conflictivas; y por último se deberán identificar los 
elementos asociados al tributo con la finalidad de poder cumplir los principios ambientales, 




Para Jiménez, (2016) poder facilitar de manera efectiva los tributos ambientales, ha 
hecho posible una clasificación. Es así que tenemos las denominadas tasas de cobertura de 
costes; las cuales fueron diseñadas con el objetivo de poder cubrir los costos vinculados a 
los servicios ambientales y el control de la contaminación; un claro ejemplo de esto es el 
tratamiento de las aguas residuales o servidas; por las cuales se asigna una tasa al usuario y 
que pueden hacerse uso para gastos de carácter ambiental conexos, conocidas también 
como tasas identificadas earmarked; así también tenemos a los llamados impuestos 
incentivos; los cuales se encuentran establecidos con la finalidad de poder modificar la 
conducta de los consumidores y/o productores; y por último el denominado impuesto 
ambiental de finalidad fiscal; el cual tiene el objetivo esencialmente de acrecentar el 
recaudo. 
 
Alvarado, A. (2015) define al tributo ambiental como una categoría económica de 
tipo jurídico que es aplicable a acciones o hechos ilícitos en temas de vulneración del 
medio ambiente, imponiéndole un resarcimiento de tipo económico por un ente público, 
interpuesto por el daño causado mientras que el sujeto que vulnera el medio ambiente 
realizaba acciones de tipo públicas. 
 
Cabe señalar que un país se estructura económicamente en base a tributos, los cuales 
son aportados por la ciudadanía, estos tributos que se entregan al Estado son devueltos por 
medio de obras o mejoramiento de instituciones públicas, de las cuales hace uso la 
ciudadanía en general. Cabe señalar que la ciudadanía no contribuye con el problema de la 
contaminación ambiental; ya que existe una falta de consciencia tributaria al respecto, esta 
situación radica en el hecho los ciudadanos nos generan cambios significativos en relación 
al medio donde viven. 
 
Así mismo el quebrantamiento ambiental progresivo puede conducir a la extinción de 
la existencia humana en un futuro cercano. Actualmente el deterioro ambiental es causa de 
muchos problemas en el progreso de la vida humana; como lo es la salud y la vulneración 
de las condiciones de vida limitando en gran medida el potencial humano, al no tener los 
recursos precisos para poder brindar calidad de vida. 
 
Bravo (2016) manifiesta que los eco impuestos son tributos no vinculados; conocidos 
también como sólo impuestos, los cuales son aplicados a las empresas o personas que 
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deterioran el medio ambiente; con la finalidad de poder disuadir tales acciones marcando 
ineludiblemente una evidencia de tipo extra fiscal. Sin embargo, esta característica de extra 
fiscal debería de considerarse como un tributo que debe de gravar una manifestación de 
riqueza, la cual deberá ser traducida en consumos de tipo determinados, sobre sustancias 
contaminantes especificas; y por lo cual será necesario el uso de mecanismos de indirecta 
imposición, considerando que los eco impuestos pueden ser clasificados como: impuestos 
con finalidad recaudatoria o impuestos de incentivo. Los primeros como su nombre lo 
señalan su finalidad es esencialmente recaudatoria; mientras los otros han sido creados con 
el fin de orientar la conducta de los consumidores o productores 
 
Bravo (2016); señala que la finalidad extra fiscal de un tributo es definida en la 
actualidad tomando como punto de partida la doctrina la cual señala un reconocimiento de 
los tributos, así como también el sistema tributario en su conjunto; bajo los cuales se 
deberá cumplir los fines extra fiscales; debemos entender por fines extra fiscales a aquellos 
que son diferentes a la recaudación del dinero por parte de la responsabilidad del Estado en 
base al cumplimiento de sus fines. 
 
El Tribunal Constitucional del Perú, señala en el Expediente N° 06089-2006-PA/TC; 
una sentencia en la cual precisa que la función esencial del tributo es la recaudación; y esta 
deberá ser comprendida no como fin en si mismo, sino que debe de entenderse como un 
medio para poder realizar acciones de financiación para solventar las necesidades sociales; 
así mismo debe de aceptarse que bajo condiciones excepcionales, las cuales deberán ser 
plenamente justificadas, se podrá buscar el logro de otras finalidades de carácter 
constitucional; este contexto legal podrá ser utilizado con una finalidad extra fiscal, o 
simplemente ajena a la recaudación económica, por ello no está en punto de discusión, que 
no podrá ser considerado el óbice que quedara fuera de la observancia de los principios 
constitucionales bajo los cuales actúa el Tribunal Constitucional. 
 
Ambos fundamentos descritos en este apartado nos muestran que la función principal 
del tributo se orienta a la recaudación económica y que la finalidad extra fiscal del tributo 
se da dentro de un margen legal, en la figura del Estado bajo condiciones excepcionales 
con plena justificación legal. En los años noventa nuestro país ingreso a una fase de 
importantes transformaciones en el sistema tributario del gobierno nacional central y la 
administración de los gobiernos regionales y municipales. Estos cambios deberán 
analizarse teniendo como punto de partida tres condiciones esenciales: potestad tributaria, 
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administración tributaria y sistema tributario. Desde enero del 2003 inicio el 
funcionamiento de los gobiernos regionales en todo el país; la base de organización tomo 
como punto de partida la estructura política de los departamentos, y la provincia 
constitucional del Callao; así como también los gobiernos locales en los cuales tenemos a 
195 municipalidades provinciales y 1637 comunas distritales; los cuales hacen un total de 
1832 municipios en todo el territorio nacional. 
 
Tomando como punto de partida la Constitución Política del Perú (1993); en el 
artículo 74° el cual está referido a señalar que únicamente el Gobierno Nacional tiene la 
potestad para la creación de impuestos con la finalidad de poder costear a los gobiernos 
regionales y locales, situaciones que son de necesidad para el Estado; así mismo se señala 
que el Congreso de la República, por medio de una ley o en su defecto el Poder Ejecutivo 
haciendo uso de los denominados Decretos Legislativos tiene la capacidad de poder crear 
esta clase de tributos. 
 
Hay que ser precisos en señalan enfáticamente que los gobiernos regionales y los 
locales no gozan de la prerrogativa de poder crear impuestos. De acuerdo a nuestra Carta 
Magna en el artículo 74°; modificado por medio de Ley N° 28390 del 17 de noviembre del 
2004; se señala que los gobiernos regionales están facultados en poder crear contribuciones 
siempre y cuando no contradiga la ley; su uso es de carácter regional y se refrenda por 
medio de una ordenanza dentro de su jurisdicción. Se señala también que las 
municipalidades provinciales y distritales podrán instituir contribuciones haciendo uso de 
las ordenanzas municipales, siempre y cuando no contravengan la ley, enfatizando que en 
el caso de las Ordenanzas Municipales expedidas por los gobiernos municipales distritales 
deberán ser ratificadas por el gobierno de la municipalidad provincial. El objetivo de esta 
normatividad es por un lado posibilitar el auxilio técnico a las municipalidades 
provinciales; y por otro suministrar un control basado en la calidad para que el diseño del 
tributo obedezca a lineamientos racionales y técnicos; sin embargo existe un vacío legal ya 
que no se norman los procedimientos y las formas para poder proceder con la revalidación 
de las Ordenanzas Municipales Distritales; lo cual conlleva a las interpretaciones que no 
siempre son las más convincentes y que muchas veces acarrean problemas. 
 
Cabe señalar que hasta el día de hoy no se conoce qué requerimientos se deben que 
deben de cumplirse para que un proyecto de tasa o contribución tenga que ser ratificado o 
rechazado por una Municipalidad Provincial. Sin embargo, el punto de inicio es que las 
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Municipalidades Distritales deban de alcanzar a la Municipalidad Provincial de la cual 
depende lo siguiente: el proyecto de tasa o contribución municipal; el cual deberá estar 
basado en las motivaciones que conllevaron a su implementación; así como también deberá 
alcanzarse el estudio financiero sobre los costos asociados al desarrollo de la acción 
municipal que se intenta cubrir; y finalmente se deberá hacer entrega del estudio legal con 
respecto a la estructuración del tributo que se pretende implementar. 
 
Bajo esta misma problemática señalada tampoco se han normado los plazos para que 
el Municipio Distrital pueda remitir el proyecto de tributo, generando así una respuesta 
oficial de la Municipalidad Provincial. Así mismo es conveniente que mediante una 
normativa se determinen las reglas especificando los procedimientos para poder realizar la 
validación de las Ordenanzas Municipales Distritales, con la finalidad de datarlas de 
consistencia y eficacia fortaleciendo de esta manera el sistema tributario municipal, 
mediante la uniformidad de criterios y procedimientos tributarios. En el contexto real la 
gran mayoría de los municipios distritales no cumplen con los procedimientos de 
validación, generando que los gobiernos locales continúan creando y cambiando sus 
contribuciones y tasas sin mayor peripecia de control y apoyo técnico. Es por ello que este 
tipo de cargas tributarias son señaladas como ilegales, injustas y poco razonables por los 
ciudadanos quienes se ven afectados por estos pagos de manera directa, generando 
inclusive denuncias que no son atendidas oportunamente por el poder judicial. 
 
El Tribunal Constitucional por medio del Expediente No 0041-2004-AI/TC, con 
fecha 14 de marzo del 2005; se ha manifestado al respecto señalado contundentemente que 
la ratificación o validación de las Ordenanzas Municipales Distritales es un esencial 
requisito para su aplicación y validez. Las Ordenanzas Municipales Distritales regulan las 
tasas y contribuciones, pero si estas no cuenta con la aprobación de la Municipalidad 
Provincial de su competencia no podrán ser aplicables. 
 
Los gobiernos regionales y locales, obtienen su financiamiento en su mayor parte por 
medio de impuestos. Cabe mencionar que hay impuestos dentro de nuestro ordenamiento 
normativo que no financian de manera exclusiva al Gobierno Nacional; así, por ejemplo: el 
Impuesto General a las Ventas (IGV) y el Impuesto a la Renta; son impuestos cuya 
recaudación en parte es asignada a los gobiernos regionales. 
 
En referencia a los Gobiernos Locales, existen los “Impuestos Municipales”, 
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Tributación Municipal aprobada por medio del Decreto Supremo N° 156-2004-EF; en 
dicha norma se señala claramente que los impuestos directamente recaudados por los 
Gobiernos Locales son: impuesto predial, impuesto de alcabala, impuesto al patrimonio 
vehicular, impuesto a las apuestas, impuesto a los Juegos e impuesto a los espectáculos 
públicos no deportivos. 
 
Sin embargo existen también los llamados impuestos nacionales instituidos en favor 
de las municipalidades; los cuales están regulados en el artículo tercero, inciso “c” de la 
LTM, la cual fue aprobada por medio del Decreto Supremo N° 156–2004–EF; en el cual se 
señala claramente que los impuestos cobrados por la Superintendencia Nacional de 
Administración Tributaria (SUNAT) y que se suministran a los gobiernos locales son: 
impuesto de promoción municipal, impuesto al rodaje, impuesto a las embarcaciones de 
recreo, impuesto al juego tragamonedas e impuesto al juego de bingo. 
 
Un sistema tributario que se considere eficiente implica la regulación normativa de 
pocos impuestos; sin embargo, cabe señalar que este aspecto muy puntual no se encuentra 
normado y supervisado en nuestro país. Así mismo únicamente el gobierno nacional 
central es quien puede determinar y regular normativamente los impuestos que financian a 
los gobiernos regionales y locales. Por otro lado, la ley también señala que los gobiernos 
regionales y locales no tienen la capacidad ejecutiva y legislativa para poder instaurar 
impuestos, los cuales tendrían una calificación de no técnicos; generando una mayor 
presión tributaria a la ya existente y ocasionando distorsión en la economía de un país. 
 
Un sistema tributario que dese ser calificado como moderno deberá sustentarse en 
tres particularidades de imposición: patrimonio, renta y consumo. Sobre el patrimonio 
encontramos básicamente tributos que financian al gobierno local, entre los que se 
destacan: el, impuesto predial; impuesto al patrimonio automotriz e impuesto a las 
embarcaciones de recreo. Sobre la renta el cual puede ser considerado como el más 
importante, está diseñado para poder capitalizar al Gobierno Central; sumándose también 
el impuesto a las apuestas, impuesto al juego, los casinos y los tragamonedas cuya 
recaudación ayudara también a financiar la economía de los gobiernos locales. Por último, 
el impuesto sobre el consumo, el cual es una imposición al consumo el impuesto más 
importante es el Impuesto General a las Ventas que capitaliza al Gobierno Central. 
Siguiéndole: el Impuesto a los Espectáculos Públicos no Deportivos, Impuesto de 
Alcabala, Impuesto al Rodaje e Impuesto de Promoción Municipal. Cabe precisar que 
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nuestro sistema tributario estatal estaría dotado de mayor eficiencia si en el campo de la 
imposición a la renta e imposición al consumo se excluyeran algunos impuestos de carácter 
secundario que se sobreponen al impuesto – base que financia al Gobierno Nacional. 
 
Jiménez (2016) considera que en la actualidad los tributos ambientales pueden 
sintetizarse de la siguiente manera, en el caso de la Unión Europea representan el 1,5% de 
la totalidad de sus impuestos; sin embargo, si analizamos el hecho por países tenemos que 
en el caso de Dinamarca llega a un 4%; o en el caso de los Países Bajos alcanza los 5,2%. 
Sin embargo, en el caso de los impuestos aplicados a la energía representan un mayor 
porcentaje por ejemplo en la Unión Europea en promedio llega a un 5,2%. Pero si vemos 
por países en Portugal asciende a un 10%; al igual que Grecia; 6% en Italia y 7% en el 
Reino Unido. 
 
Unos análisis históricos de los tributos fiscales muestran un crecimiento progresivo 
desde 1980; los impuestos a la renta del trabajo han aumentado; así como existe también 
una baja a los impuestos asociados al capital; sin embargo, en el caso de los impuestos a la 
energía y los ambientales se han mantenido estables o con una insignificante variación, en 
estos últimos años. Los impuestos ambientales no han avanzado en la medida que se 
desearía; sin embargo, el caso de la Unión Europea se han registrado incrementos 
importantes, con especial énfasis en los países al norte de Europa. Así mismo diversos 
países se encuentran aplicando en la actualidad impuestos ambientales, ´para lo cual se 
basan en las denominadas “reformas fiscales verdes”, haciendo uso para ello de nuevos 
ingresos fiscales con la finalidad de poder disminuir otros impuestos, como por ejemplo el 
impuesto a la renta. 
 
Los principios sobre los cuales se estructuran o basan los tributos medioambientales 
no rebaten ni están en controversia con los principios tributarios generales: igualdad, 
capacidad económica y legalidad; muy por el contrario, todos los principios se 
complementan y se asociación de forma integral. Así mismo demuestran la jerarquía que 
poseen los tributos ambientales quienes son catalogados como instrumentos para la 
protección de la naturaleza; a continuación, analizaremos cada uno de ellos. 
 
El primer principio es el denominado principio de protección elevado; el cual tiene 
como objetivo evitar problemas de armonía ambiental; el cual se aplica en los países de la 
Unión Europea (UE), su fundamento radica en establecer valores mínimos a los Estados 
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que son integrantes de la UE, en poder asociarse a las medidas de protección ambiental de 
manera eficaz basados en las exigencias regionales y locales. De acuerdo al Tratado de la 
Comunidad Europea (TCE); en su artículo 174° se señala expresamente que el objetivo de 
la política ambiental es el de poder alcanzar un alto nivel de protección; teniendo como 
base los distintos contextos de sus Estados miembros. 
 
Así mismo tenemos el principio de cautela y acción preventiva; intenta poder salvar 
los riesgos que se generan por los daños ambientales y a la vez atenuar el debilitamiento de 
los recursos naturales; es así que frente al menor recelo de futuros daños; se tiene que 
reclamar la aplicación de las medidas cautelares. En los Estados de la Unión Europea esta 
condición está contemplada en el Tratado de la Comunidad Europea (TCE); al cual ya 
hemos hecho referencia en su artículo 174° inciso segundo; en el cual se instituye la 
obligación de los poderes públicos, los cuales deben de vigilar el uso racional de los 
recursos naturales. La aplicación de este principio pretende evitar lesiones ambientales y a 
la vez contiene una matriz de reformas para las actividades que son portadoras de posibles 
daños ambientales; así mismo este principio constituye uno de los mecanismos más 
eficaces para poder advertir los daños ocasionados al medio ambiente, atacando el origen 
de los mismos, con la finalidad de atender oportunamente las causas que se puedan generar 
prejuicio. 
 
Así mismo el principio de quien contamina paga, propone la creación de 
instrumentos tributarios que deben de apuntar a una doble finalidad la cual es recaudar y 
disuadir. Es así que tenemos que por medio de la aplicación de la carga tributaria se 
prensan los daños ambientales; lo cual genera recursos de tipo económico que deberán 
aplicarse a los denominados programas de amparo del medio ambiente; o en su defecto 
deberá ser incorporado a las rentas generales. Bajo la perspectiva de este principio es quien 
contamina el que soporta el costo de las medidas de disminución de la contaminación, lo 
cual es impuesto por la administración con la finalidad de poder alcanzar aceptables 
intervalos de calidad ambiental. La aplicación del principio de solidaridad presume el 
acopio de la propensión de internalización de los costos sociales, los cuales son 
promovidos para poder desarrollar la degradación ambiental. Así mismo se establece que el 
deber de cada sujeto que contamina deberá de adjudicarse su responsabilidad sobre los 
costos de índole ambiental que haya generado bajo el denominado desarrollo de su actuar 
contaminante. 
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Otro de los principios que deben de tenerse en cuenta es el principio contaminador – 
pagador; su interpretación jurídica implica imponer la sanción económica a quienes 
resulten responsables de las actividades contaminantes, aparte de adoptar las medidas 
correctivas que se encuentran establecidas en el ordenamiento normativo, dichas medidas 
serán aplicadas por los organismos públicos competentes, con el objetivo de impedir y 
disminuir la vulneración al medio ambiente, situación que no constituye una tarea fácil. 
Desde una perspectiva económica esta acción constituye un traslado de los costos sociales 
por el actuar contra el detrimento ambiental vinculando dicha acción a un costo dinerario 
específico; lo cual para estudiosos en el tema consideran que genera dos perspectivas; 
primero la preventiva, la cual se configura con la finalidad de poder generar estímulos o 
incentivos con la finalidad de detener el detrimento ambiental; así como también la 
actividad resarcitoria, la cual busca como objetivo poder indemnizar los daños generados a 
la naturaleza. 
 
Por último, el principio o también llamado teoría de los costos de transacción; este 
último principio se sustenta en el “teorema de Coase”; que se fundamenta en el hecho de 
que las partes involucradas deberán ponerse de acuerdo y buscar una eficiente solución. 
Por otro lado, cabe destacar que si el concepto no se desarrolla de forma equiparable (entre 
pares) entonces no se podrá aplicar este tipo de principio. Proteger el medio ambiente tiene 
un costo; por tanto, los Estados necesitan de normatividad que regule de manera efectiva el 
tema, articulando políticas públicas que tienen como objetivo apostar por el desarrollo 
sostenible. 
 
Otro de los puntos abordados en el presente estudio se constituye en el análisis 
realizado a la legislación comparada en materia de política fiscal y ambiental. Nuestro 
primer análisis gira en torno al Estado Español; quien mediante la Ley 18/2003, se 
instauran cuatro tipos de impuestos, designados con el nombre de Impuestos ecológicos. 
Los cuales norman el uso de los recursos del medio ambiente sin exponer al peligro la 
satisfacción que podría generar las necesidades de las futuras generaciones por el uso 
inadecuado de los mismos. Esta norma aplica muchas características legales en el 
cumplimiento de la fiscalidad del medio ambiental, con la finalidad de mantener un 
comportamiento respetuoso ante los ecosistemas naturales. La recaudación por este medio 
otorga una serie de mecanismos compensatorios en la conducta humana respecto al 
impacto en los recursos naturales, favoreciendo las acciones que se desarrollan por parte de 
las políticas ambientales concretas operadas por el estado español como proyectos, ayudas, 
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fondos destinados a condiciones de emergencia y vulnerabilidad del medio, entre otras 
acciones de forma muy específica. 
 
La fiscalidad ecológica es la responsable en desarrollar sus efectos en dos 
direcciones plenamente marcadas: la prevención y la rehabilitación de los daños generados 
al medio ambiente. Con la finalidad de poder atender este problema el Estado Español ha 
concebido algunos impuestos para atacar el problema; entre ellos el llamado impuesto 
sobre la emisión de gases en la atmosfera y el impuesto sobre el vertido a las aguas 
litorales, etc. entre otros. Tomaremos uno a modo de ejemplo para su explicación: el 
impuesto sobre emisión de gases a la atmósfera, el cual se encuentra normado por Ley 
18/2003; denominada de Medidas Fiscales y Administrativas; la cual está reconocida por 
medio de Decreto 503/2004; por medio de esta ley se norman aspectos explícitos para su 
aplicabilidad regulando además los pagos fraccionados y la liquidación anual. 
 
El Estado Chileno dentro de la gestión estatal ha diseñado importantes estrategias, 
que están orientadas en el control y prevención de la contaminación, priorizando el cuidado 
de la salud; y de la comunidad en general, tratando de mejorar las condiciones asociadas a 
las condiciones de calidad de vida de las personas; evitando y revirtiendo la degradación 
que perjudica el desarrollo y crecimiento de los ecosistemas naturales. En estos últimos 
años el gobierno chileno ha diseñado diversos instrumentos para evaluar el problema 
ambiental, con la finalidad de regularlos y alcanzar estrategias de solución, así como 
también planes de prevención. Bajo esta perspectiva los gobiernos que se han desarrollado 
en la república de Chile, han apostado por el desempeño de las condiciones de calidad del 
medio ambiente, iniciando por la calidad del aire en los grandes centros urbanos. 
 
El ruido ambiental es un factor que se ha podido controlar favoreciendo por ende la 
salud y la calidad de vida de la población, se han regulado el ruido producido en las 
industrias, talleres y centros de diversión o esparcimiento, así como también el ruido 
producido por el transporte público. Actualmente la normatividad está preocupada por 
regular de forma específica actividades vinculadas a la construcción civil y al transporte 
aéreo. Con respecto a la gestión de los residuos sólidos en la república de Chile se cuenta 
con una política altamente desarrollada, aprobándose varias normas en las cuales en la 
actualidad el 60% de los desechos domiciliarios son derivados a los rellenos sanitarios y 
ambientales construidos para tal fin. 
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En el Estado de Nicaragua, se promulgo la Ley especial de los delitos contra el 
medio ambiente y los recursos naturales; dicha ley es importante ya que es la primera en la 
historia del país, que sanciona con pena privativa de libertad y no solo la multa o la sanción 
administrativa, a las personas que realicen acciones delictivas contra la naturaleza. 
Distinguiéndose en la normatividad casos sobre el medio ambiente y los recursos naturales, 
ya que quienes no cumplan con la ley podrían ir a la cárcel, por el hecho de quemar basura 
en la calle. Así mismo el Código Penal de Nicaragua menciona que podrán ir a la cárcel no 
únicamente los sujetos directos sino también los cómplices, es decir, aquellos que por su 
participación menor o mayor sobre los hechos que atentan contra la naturaleza no exponga 
de conocimiento las acciones ante la autoridad competente. 
 
En el Estado de México; existen grandes avances en lo que respecta a una conciencia 
ambiental, ya que las personas son conscientes del daño que pueden causar sino ponen en 
práctica el control que se debe de tener sobre el medio ambiente. Es por ello que la 
legislación mexicana permite estímulos de carácter económico en relación a estímulos 
vinculados a la inversión en investigación y desarrollo tecnológico (I + D); imponiendo 
para ello la Ley del Impuesto Sobre la Renta (LISR); el cual sustenta la aplicación de un 
crédito fiscal que equivale a 30% de las inversiones y gastos en esos indicadores, en contra 
del Impuesto Sobre la Renta generado durante el periodo que se determine. En México se 
han desarrollado de forma no exitosa muchos intentos de aplicación de impuestos 
medioambientales; el último que intento aplicarse fue en Baja California cuya 
implementación nunca obtuvo el respaldo necesitado. Moreno & Ávila, (2002) consideran 
que en México el debate no debe de suscitarse en que, si los impuestos ecológicos o 
medioambientales presentan beneficios, sino más bien la preocupación debe de recaer en 
buscar el apoyo necesario para poder aprobarlos y de esa manera salvaguardar en parte la 
naturaleza. 
 
Con respecto al derecho medio ambiental; Reátegui J. (2006), lo define como un 
conjunto de normativas de orden jurídico cuya finalidad es otorgar y brindar protección a 
las interacciones o relaciones que existen entre la humanidad y el medio físico; incluidos 
en ellos el reino vegetal y animal, favoreciendo una proyección de un equilibrio en el orden 
natural. Así mismo Atilio y Bautista (1994) consideran que el derecho medio ambiental o 
simplemente ambiental es una legislación cuyo fin es poder establecer las reglar en las 
relaciones del medio ambiente con el hombre; donde se prioriza la prevención y 
salvaguarda del medio; apuntando constantemente a la concientización de la humanidad 
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que debe de promover acciones de protección y conservación del planeta y sobre todo de la 
misma humanidad. 
 
Por otra parte Rosas (1993); considera que el derecho ambiental su principal 
característica es la horizontalidad multidisciplinaria ya que debe de poder integrar las 
diferentes clases o disciplinas del orden jurídico, con la finalidad de poder realizar acciones 
de prevención, represión y reparación de los comportamientos que atentan contra el orden 
jurídico medioambiental, por lo cual se deberá tener en cuenta también las características 
sociales y culturales que presentan los grupos humanos, dentro del contexto donde estas 
acciones se desarrollan. 
 
En nuestro país tenemos algunas políticas de Estado, que se han desarrollado con la 
finalidad de relacionarnos con el medio ambiente; estas responden a un conjunto de 
lineamientos, estrategias, objetivos, metas, instrumentos y programas con aplicación dentro 
de la estructura pública de nuestra sociedad; el ente gubernamental que articula todos estos 
elementos es el Estado por medio del Ministerio del Ambiente; el cual define  la 
conducción de la gestión desde el punto de articulación más alto dentro de la 
administración estatal; articulando los sectores privados y públicos en aras de la protección 
y resguardo constitucional en materia ambiental. El Estado peruano determina la política 
nacional del medio ambiente promoviendo el uso sostenible de sus recursos naturales. Bajo 
tal contexto la política ambiental en el país podría definirse como un conjunto de 
orientaciones y directrices que orden y regulan normativamente el desempeño del Estado y 
sus entidades que ha destinado para tal fin, las cuales deberán actuar dentro de los límites 
signados de su función teniendo como objetivo la protección del medio ambiente. 
 
Por otra parte la salud ambiental integra los componentes del ambiente natural y de 
los cambios que puedan darse sobre él, ya sean estas efectuadas por el hombre, las cuales 
tienen un mayor impacto sobre la salud o seguridad humana, como por ejemplo el 
suministro de agua, las condiciones de calidad del medio aéreo; la calidad de los suelos y la 
calidad de los alimentos que se consumen diariamente. Se debe de tener bien en claro el 
manejo de las sustancias peligrosas que pueden afectar a la humanidad en su conjunto; 
como lo que vivimos hoy con el plástico que nosotros usamos diariamente y que estamos 
perjudicando al planeta en su totalidad o como los derrames de petróleo que afectan los 
medios terrestres o marinos; o como el manejo de sustancias altamente contaminantes que 
afectan a poblaciones en general; tal es el caso del mercurio y el cianuro que afecta las 
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capas freáticas y las fuentes de agua en los yacimientos donde se extrae el oro. Así mismo 
se debe de tener especial cuidado en el manejo de sustancias que usan en el hogar como la 
lejía, por ejemplo. Son muchas los posibles cuidados que hay que mantener en salud, 
sumándose el control del ruido, las características de las viviendas, la seguridad de las 
áreas de recreación, en fin; tenemos una lista interminable, todo influye de manera directa 
en la salud ambiental; tal como lo declaro la Organización Mundial de la Salud. (OMS, 
1992). 
 
El medio ambiente se define en términos de Montes (2001) quien manifiesta que 
cuando se habla de medio ambiente debe de entenderse como un conjunto de elementos de 
carácter físico que integran y armonizan el espacio de nuestro planeta, con el cual se debe 
de generar interacciones positivas que hagan posible su desarrollo continuo y crecimiento 
de la naturaleza, sin afectarla radicalmente. Muchas personas consideran que el medio 
ambiente no se encuentra relacionado de manera directa a la existencia humana; y que 
únicamente es noticia en los medios de comunicación y que lo que se busca en realidad son 
las intervenciones de otros Estados quienes ejercen en si sus intereses. Sin embargo, 
quienes piensan así debería de preocuparse más bien por cambiar sus hábitos; ya que 
afectan al medio ambiente por ejemplo arrojando sus desperdicios en la vía pública o 
produciendo ruidos muy intensos que quebrantan el equilibrio emocional del medio social. 
 
Jaquenod de Zogon (2009) considera que el medio ambiente, abordado desde una 
perspectiva histórica constituye un vínculo de intercambio entre la naturaleza y la 
sociedad, el cual se ha desarrollado en términos de espacio y tiempo; sin embargo no es 
algo abstracto ni neutro; que se encuentra presente como una realidad histórica; ya que el 
medio ambiente y todas sus relaciones en el orden jurídico están presentes en la historia de 
la humanidad, desde la existencia inicial y los distintos bienes naturales que pueden ser 
catalogados como útiles para poder satisfacer las necesidades. 
 
Andaluz (2015); define al medio ambiente como un conjunto de elementos de orden 
social, económico, cultural, biótico, abiótico; que se relacionan en un tiempo y espacio 
determinado, situación que podría configurarse como gratificante cuando conjugan 
unívocamente las manifestaciones humanas y la naturaleza en el espacio y tiempo correcto. 
Yacolca (2015) señala también que el medio ambiente es un contexto vivo, que tiene como 
característica fundamental el dinamismo y la adaptación; así como también la absorción de 
elementos nuevos y de eliminación de los antiguos; el dinamismo del medio ambiente 
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configura su adaptabilidad y continuidad frente al desafío de nuevos contextos, situación 
que hoy en día ha adquirido una gran relevancia desde una perspectiva global con fines a 
garantizar la subsistencia de la humanidad. 
 
En concordancia a las distintas concepciones consultadas y asumiendo una 
perspectiva del contexto en relación al problema medio ambiental, la cual hoy en día es 
una gran preocupación por parte de todos los organismos y Estados interesados en la 
preservación del planeta. Mosset (2015), analiza nuestro ordenamiento legal y concluye 
que nuestro Código Civil si bien es cierto conceptúa genéricamente al daño como una 
disminución patrimonial o lesión al derecho ajeno, que puede generarse por una omisión o 
acción licita o ilícita de terceros; sin embargo las lesiones ambientales afectan las 
características y la calidad de los elementos naturales; generando que sean desfavorables 
para el uso de la humanidad así como también de las demás formas de vida; por ello su 
protección debe ser una prioridad dentro de nuestro ordenamiento; lo cual deberá articular 
una estructura jurídica que sea de fácil aplicación y sobretodo de plena protección para 
nuestra naturaleza. 
 
Por último, dentro de la normatividad nacional en primera línea legislativa normativa 
tenemos a la Constitución Política del Perú (1993) instrumento normativo fundamental de 
nuestro ordenamiento, la cual se dedica algunos artículos a la regulación y normatividad 
del tema ambiental señalados en el artículo 2° inciso segundo; así como también en el 
artículo 66° y 67°. Como segundo orden tenemos a la Ley General del Medio Ambiente N° 
28611; la cual señala en su artículo primero que el medio ambiente es un derecho de 
carácter irrenunciable; señalándose características y demás organismos reguladores en los 
artículos 8°; 23° inciso primero; artículo 113 en el inciso treceavo; así como también los 
artículos 118° y 136°. Dentro del ordenamiento nacional encontramos también la 
modificación realizada a la Ley anterior por medio del Decreto Supremo N° 011-2009- 
MINAN; emitido por el Ministerio del Ambiente. Así mismo el Decreto Legislativo N° 
1055; el cual se pronuncia en su artículo 32° sobre los denominados límites máximos 
permisibles sobre los parámetros contaminantes; los cuales también se señalan en artículo 
34° inciso cuarto 
 
Cabe señalar que dentro de nuestro ordenamiento legal normativo también se 
encuentran algunas leyes que tratan el tema medio ambiental como Ley Orgánica de 
Municipalidades – Ley N°27972; Ley General de Salud – Ley N°26842; esta última 
22  
destina el capítulo sétimo a su tratamiento normativo por medio de los artículos 103°; 104° 
y 105°. La ley de creación del Ministerio del Ambiente, promulgada por medio del Decreto 
Legislativo Nº 1013; regula este tema por medio de sus artículos 4° y 5°. Es así que 
llegamos también a lo que se establece en el Código Civil de acuerdo a lo que se señala en 
el artículo 1969° y 1970°; y por último el Código Penal aprobado por medio del Decreto 
Legislativo Nº 635; tal como se estipula en sus artículos 304°, 305°; y 306° 
 
De todo lo anteriormente analizados podemos decir que el problema de investigación 
quedará expresado bajo los siguientes términos: ¿La incorporación de los tributos 
ambientales en la legislación nacional beneficiará las medidas de acción preventiva en 
resguardo y protección del medio ambiente? 
 
Cabe señalar que las consecuencias que está ocasionando el deterioro del medio 
ambiente, son muy grandes y lamentablemente en la actualidad nos está pasando factura, 
ya que sus efectos son irreparables y afectan nuestras vidas de manera radical, 
vinculándose esencialmente a la salubridad y al uso de los recursos naturales, los cuales 
hoy incluso atraviesan la extinción en un futuro cercano, si es que no cambiamos de 
actitud. Por tanto, el cuidado del medio ambiente, es crucial, es una tarea de todos y es una 
fuente de preocupación constante para la humanidad en su conjunto, ya que de sus 
resultados se podrán apreciar los distintos entornos del desarrollo humano, en especial la 
continuidad de la humanidad. 
 
El llamado impuesto o tributo ambiental, en términos de Kogels (2007), está referido 
a los llamados instrumentos de tipo impositivo que se encuentran destinados a optimizar el 
medio ambiente, haciendo uso de las influencias de las decisiones económicas para la 
humanidad. Así mismo la política ambiental precisa que dentro de su estructura de 
objetivos esta se deberá basar en la teoría de Pigou; dicha teoría tiene como prioridad 
buscar e internalizar los llamados costos de tipo externo por medio de la expresión “el que 
contamina paga”. Dicho principio al cual se recurre no únicamente apunta a poder reducir 
los costos; sino que también el empresario al internalizar dicho término, es motivado a 
hacer uso un más racional de la naturaleza; así como también en poder ampliar la oferta 
con el objetivo de no ver amenazada la rentabilidad. 
 
Cabe también señalar que la investigación presenta como objetivo el poder 
desarrollar una mayor concientización en las personas e instituciones, así como también el 
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emprendimiento que evidencie por medio de acciones, las cuales deberán ejecutarse por 
medio de las autoridades en aras de la protección del medio natural; esto se deberá 
evidenciar generando una disminución en los índices porcentuales de la contaminación 
ambiental en el contexto nacional; acciones que podrán lograrse por medio de la por medio 
de la aplicación de los denominados tributos medio ambientales; los cuales deben ser 
impuestos a las acciones que generan contaminación en relación a los servicios y bienes de 
tipo industrial; ya que las penalidades y sanciones interpuestas por parte de la normatividad 
resultan ineficaces, no alcanzando la protección de la naturaleza. 
 
Por otro lado, el deterioro progresivo del medio ambiente, es ocasionado por los altos 
índices de contaminación ambiental, que se genera en todo el mundo y más aún en los 
países industrializados; por lo cual este teme es una preocupación constante, así como 
también afecta a toda la humanidad en su conjunto; por ello es necesario poder buscar 
soluciones que conlleven a disminuir este tema, las cuales deben de ser de manera 
inmediata y las más amplias posibles. El deterioro progresivo de la naturaleza se está 
evidenciando por medio del llamado cambio climático, dicho fenómeno está teniendo 
consecuencias muy significativas en nuestra vida cotidiana; estas consecuencias o efectos 
se materializan en el orden cultural, social, económico y también en la salubridad. 
 
La hipótesis que se plantea por medio de este estudio es que se centra en poder 
demostrar de forma directa que la incorporación de los tributos ambientales en la 
legislación nacional, regional y local puede beneficiar de manera inmediata las medidas de 
acción preventiva en resguardo y protección del medio ambiente que tanto se necesita para 
poder contribuir al cuidado y salvaguardar el medio ambiente. 
 
El objetivo general se centra en analizar el sustento jurídico normativo de los 
denominados tributos ambientales dentro de la legislación nacional, regional y municipal 
como una disyuntiva para actuar en favor de las medidas de acción preventiva en resguardo 
y protección del medio ambiente. 
 
Así mismo los objetivos específicos se definen en poder conocer las bases teóricas 
del medio ambiente y los tributos medioambientales, por medio del análisis documental; 
así como también examinar la legislación nacional, regional y local en referencia a la 
protección del medio ambiente en la región de Piura; buscando poder informarse sobre los 
índices de contaminación ambiental, de las diferentes industrias evaluadas por las 
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instituciones competentes en la protección del medio ambiente, de la región de Piura; y por 
último poder realizar planteamientos que desemboquen en la realización de una propuesta 
normativa que incorpore el tributo medio ambiental en la legislación vigente, para las 
industrias contaminantes, en la región de Piura. 
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II. MÉTODO 
2.1. Tipo y diseño de investigación. 
 
Lino (2010) manifiesta que: las investigaciones descriptivas y analíticas; constituyen 
un producto final de las investigaciones de tipo jurídico ya que contienen la descripción 
tanto histórica y analítica; de los hechos o situaciones jurídicas. La investigación 
descriptiva consiste en puntualizar las partes o los rasgos de los fenómenos formales o 
fácticos del campo del derecho. Esencialmente está referida a entes ideales, su método es la 
lógica deductiva y sus enunciados son de carácter analíticos. Las fases que desarrolla este 
tipo de investigación son generalmente: la observación, la cual consiste en examinar los 
aspectos generales y específicos relacionados al objeto de estudio; la elección, que consiste 
en poder seleccionar los rasgos más característicos del objeto descrito; la disposición, que 
está referida a poder ordenar los rasgos seleccionados en concordancia con algún criterio 
metodológico y por último la redacción que consiste en poder exponer de manera detallada 
por escrito lo observado o analizado de acuerdo con los objetivos propuestos. 
 
Cerda (1998), considera que tradicionalmente se define el término describir como un 
acto de representación, reproducción o figuración de personas, animales o cosas; agrega 
que se deben de describir aquellos aspectos más característicos, particulares y distintivos  
de estas personas, cosas o situaciones; es decir de aquellas propiedades que las hacen 
revisables a los ojos de los demás, 
 
Desde la perspectiva de ambos investigadores en el tema metodológico coinciden en 
puntualizar que una de las primordiales funciones de las investigaciones descriptivas está 
referida a la capacidad para poder seleccionar las características; las cuales son 
fundamentales para poder analizar el objeto de estudio y que su descripción debe ser de 
manera detallada integrando las partes, categorías o clases de ese objeto. 
2.2. Operacionalización. 
 
Variable independiente: Tributos medio ambientales. Se define como aquel impuesto, 
tasa y contribución de carácter especial cuyo objeto imponible está constituido por actos o 
hechos que inciden negativamente sobre el medio ambiente ocasionando una actuación 
pública de tutela medioambiental. En nuestro ordenamiento jurídico se ha hecho eco de 
dicha necesidad social tanto a nivel constitucional, como por medio de los tratados 
supranacionales (unión europea) exigiendo la actuación positiva de los poderes públicos, de 
forma debida, debiendo en el marco del orden adoptar medidas jurídicas que coadyuven 
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a la protección del medio; permitiendo la defensa u restauración del medio. Cabe señalar 
que se ha distinguido entre fines extra fiscales y efectos extra fiscales: si un tributo se 
orienta de forma primordial y específicamente a un objetivo diferente del recaudatorio 
existe la contingencia de que sea un tributo extra fiscal, si muy por el contrario, 
exclusivamente produce efectos extra fiscales, ya sea porque su finalidad primordial es 
recaudar dinero o en su defecto bien porque solo algunos de los elementos que lo integran 
tiene trascendencia extra fiscal, el tributo no será realmente un tributo extra fiscal. 
(Borrero, 2015). 
 
Variable Dependiente: Medio ambiente. El medio ambiente es una realidad viva 
dotada de movilidad, capacidad de adaptación, absorción de nuevos elementos y de 
desecho de antiguos. Son por estas razones que el medio ambiente posee naturaleza 
dinámica y no estática, pues se afecta con el transcurrir del tiempo, cuya movilidad se 
inició desde una concepción estricta a una amplia, debido esencialmente a la creciente 
importancia que tiene hoy en día la protección ambiental, desde una perspectiva global, 
para la supervivencia humana. Es aquí que tomando como base dicha perspectiva debemos 
tener en cuenta que el problema ambiental es de ámbito, local, regional, nacional y global. 
(Yacolca, 2015). 
 
Tabla 1. Operacionalización de las variables 
 








Tasas de cobertura 
 Análisis delas diferentes tasas impuestas 





 Pago de una tasa establecida por vehículos 
eléctricos y reduciéndose en un porcentaje 
pactado las inversiones de control y 








 Reducción de factores contaminantes 
 Estimación de resultados. 
 Límites permisibles en el Perú 
Fundamentos del daño 
ambiental 
 Deterioro de la atmosfera 
 Programas de estudio 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
2.3. Población, muestra y muestreo. 
 
Fracica (1988), la define como: “[…] el conjunto de todos los elementos a los cuales 
se refiere la investigación. Se puede definir también como el conjunto de todas las unidades 
de muestreo”. (p. 36). 
 
Según Jany (1994), población es “[…] la totalidad de elementos o individuos que 
tienen ciertas características similares y sobre las cuales se desea hacer inferencia” (p. 48). 
 
Todos los operadores del derecho en la región Piura formalmente acreditados por el 
Ilustre Colegio de Abogados de Piura, los cuales de acuerdo al último reporte ascienden a 
un total de más de 4000 agremiados en condiciones de habilidad profesional. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad. 
 
Análisis Documentarios. Corbin y Straus (2002) precisa de la Revisión documentaria 
que: “Este proceso está orientado a la revisión documentaria que se hará en la 
investigación con la finalidad de lograr la detección, obtención, consulta y extracción de 
información para la estructuración de las teorías utilizadas en la investigación a través de 
una diversidad de fuentes de consulta (artículos de revistas, libros, páginas web, informes 
de investigación)” (p. 14). 
 
Entrevista. Corbin y Straus (2002): “Esta técnica va a permitir, recoger información 
en forma directa, consiste recoger y establecer opiniones de los especializados o llamados 
los consultores expertos, que fundamentaran la investigación en la medida que desde la 
praxis profesional” (p. 14). 
 
Encuesta. Monje (2011) señala: “Entrevista, es un método diseñado para obtener 
respuestas verbales a situaciones directas o telefónicas entre el entrevistador y el 
entrevistado […] La encuesta es un instrumento que resulta adecuado para estudiar 
cualquier hecho o características que las personas estén dispuestas a informar” (p. 134). 
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El instrumento del cuestionario de la encuesta ha sido diseñado por el investigador de 
la presente tesis, conforme a la operacionalización de las variables y tomando como punto 
de partida la observación que se ha realizado en el proceso mismo del desarrollo del 
estudio, es así que se diseñó y aplico una encuesta a los beneficiarios del programa Juntos. 
 
Constancia de validación: Este documento se inicia consignando los datos del 
especialista, siguiendo la guía de pautas y cuestionario, y estos se dividen en nueve 
ámbitos, que son la claridad, objetividad, actualidad, organización, suficiencia, 
intencionalidad, consistencia, coherencia y metodología; en donde el especialista deberá 
marcar con un aspa o check lo que el considere pertinente; si el contenido de la encuesta es 
deficiente, aceptable, bueno, muy bueno y excelente. Al terminar la constancia de 
validación coloca su nombre, DNI, especialidad, e-mail y finalmente su firma. 
 
Ficha de validación: Este documento contiene un cuadro en forma horizontal, en 
donde las apreciaciones son las mismas que el documento anterior, aquí se tiene una 
valoración de cero a cien, en el que de 0 a 20 es deficiente, de 21 a 40 es regular, de 41 a 
60 es bueno, de 81 a 100 es excelente. Asimismo, el especialista terminar plasmará su 
firma en dicho documento. 
2.5. Métodos de análisis de datos. 
 
Cisterna (2005) establece que: “El método hermenéutico es la acción de reunión y 
cruce dialéctico de toda la información pertinente al objeto de estudio surgida en una 
investigación por medio de los instrumentos correspondientes, y que en esencia constituye 
el corpus de resultados de la investigación” (p. 70). 
 
Así mismo Cisterna (2005) precisa tres pasos: “primero es la selección de la 
información es lo que permite distinguir lo que sirve de aquello que es desechable; después 
es la triangulación del marco teórico como acción de revisión y discusión reflexiva de la 
literatura especializada, actualizada y pertinente sobre la temática abordada; y por último 
La interpretación de la información que constituye en sí misma el momento hermenéutico 
propiamente tal, y por ello es la instancia desde la cual se construye conocimiento nuevo 
en esta opción paradigmática”. (p. 103). 
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2.6. Aspectos éticos. 
 
Este proyecto de investigación ha sido realizado en base a un problema que está 
ocurriendo a diario en nuestra sociedad y que se ha obviado o limitado en la base jurídica; 
asimismo la información obtenida ha sido recabada de bibliotecas, hemerotecas e internet, 
además se ha citado de manera pertinente a los autores de los libros utilizados: en 
consecuencia, la presente investigación no ha sido realizada de acuerdo a los lineamientos 
de una verdadera investigación, sin ningún tipo de plagio. 
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En el siguiente apartado se presentan los resultados de los instrumentos aplicados a 
los operadores del derecho. Es así que la primera de las preguntas formuladas fue: ¿tiene 
conocimiento acerca de los tributos ambientales? Las respuestas señalan que un 76% de los 
entrevistados declararon conocer acerca de los denominados tributos medio ambientales; o 
ecológicos; mientras que un 16% declara no conocer mucho al respecto con precisión; y el 
8% restante no responden a la pregunta. Esta situación nos lleva a precisar si realmente 
cuando conocen al respecto, por lo cual se formuló otra interrogante complementaria. Así 
mismo está claro que no todo abogado conoce de todos los temas, ya que mayormente 
siempre se desempeña en un área específica. 
 
Tabla 2. ¿Tiene conocimiento acerca de los tributos ambientales? 
 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Si 30 76% 
No 6 16% 
No responden 4 8% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 















Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
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Otra de las preguntas formuladas fue: ¿Qué son los tributos ambientales? A lo cual el 
60% de los entrevistados presento un concepto al respeto del tema solicitado; mientras que 
el 30% no precisa una concepción sobre los tributos ambientales y el 10% no responden a 
la pregunta. Dentro de las concepciones que se han recogido se tiene que algunos señalan 
que los tributos ambientales son impuestos que se pagan para resarcir o cubrir alguno daño 
al medio ambiente; hay quienes señalan que los tributos ambientales se dan con la finalidad 
de poder proteger o cubrir los daños ambientales causados al medio ambiente; otros 
consideran que son los pagos establecidos por el Estado a las empresas contaminantes; hay 
también quienes precisan que los tributos ambientales son impuestos, por tanto serian 
catalogados como un tributo a favor del medio ambiente; hay quienes precisan que son 
tributos que se pagan con el fin de proteger el medio ambiente; por último hay quienes 
declaran que los tributos se dan para tratar de proteger el medio ambiente. 
 
Tabla 3. ¿Qué son los tributos ambientales? 
 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Si precisan 24 60% 
No precisan 12 30% 
No responden 4 10% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 



































Del mismo modo se preguntó también si: ¿conoce si se aplican los tributos 
ambientales? El 200% de los entrevistados señalan que si, conocen que se aplican dichos 
tributos ambientales en la normatividad del país; mientras que el 80% restante declara no 
conocer al respecto. Dentro de las razones de los que manifiestan que no conocen señalan 
que: no se aplican ya que la ley es demasiado flexible; otros manifiestan que no se aplican 
de una manera apropiada; hay quienes dicen que no conocen si se aplican pero por tanta 
contaminación existe no se aplican; otros simplemente manifiestan que no se aplican al 
contexto nacional este tipo de tributos; hay quienes declaran que no tienen conocimiento  
de que se apliquen dichos tributos; otros consideran que no se aplican de la manera 
correcta; hay también quienes precisan que no saben si se aplican los tributos ambientales; 
hay otros que enfatizan que si se aplicarían podría tal vez disminuir la contaminación, pero 
tal como está el contexto se podría afirmar que no se aplican. 
 
Tabla 4. ¿Conoce si se aplican los tributos ambientales? 
 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Si 8 20% 
No 32 80% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 



















Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
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Se preguntó también: ¿en que ayudaría la aplicación de los tributos ambientales? El 
45% señala que ayudaría en la protección del medio ambiente; así mismo un 25% 
considera que serviría para poder sancionar a quienes contaminan; y un 30% consideran 
que ayudarían a poder resarcir el daño ocasionado a la naturaleza. Dentro de los 
argumentos que se señalan hay quienes consideran que aplicación ayudaría a disminuir los 
índices de contaminación y de esta manera salvaguardar el medio para las futuras 
generaciones; hay quienes señalan que ayudaría a restablecer o sanar un poco el daño que 
se está causando al planeta; otros consideran que si aplican tales tributos ayudaría a poder 
contribuir en mejorar las áreas que son afectadas con el desarrollo de proyectos; hay 
quienes consideran que podría disminuirse la contaminación ya que los empresarios 
podrían verse afectados por el tema económico y de esta manera protegerían más bien su 
capital. 
 
Tabla 5. ¿En que ayudaría la aplicación de los tributos ambientales? 
 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Protección del medio 18 45% 
Sancionar 10 25% 
Resarcir el daño 12 30% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
 
Gráfico 4. ¿En que ayudaría la aplicación de los tributos ambientales? 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
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Otra de las preguntas fue: ¿de qué manera los tributos ambientales garantizan la 
protección del medio ambiente? El 55% de los entrevistados señalan que los tributos 
ambientales garantizan la protección del medio ambiente por medios de carácter 
económico; mientras que un 40% considera que se hace por temor a las sanciones 
aplicables y por último el 5% considera que realmente no hay garantías al respecto. dentro 
de los argumentos que se señalan tenemos: que, por motivo de no pagar, las personas o 
empresas no van a contaminar; otros señalan que, si existe un impuesto a pagar, no se 
ejecutaran acciones de contaminación por tanto se podrá garantizar la protección del medio 
ambiente; por último, hay quienes consideran que si existen estos impuestos las empresas 
no afectan el medio con la finalidad de no pagar. 
 
Tabla 6. ¿De qué manera los tributos ambientales garantizan la protección del medio 
ambiente? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Por medio económico 22 55% 
Por la sanción aplicada 16 40% 
No hay garantías 2 5% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
 
Gráfico 5. ¿De qué manera los tributos ambientales garantizan la protección del medio 
ambiente? 
 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 








Se preguntó también si: ¿considera que es pertinente aplicar una medida coercitiva 
antes que una sanción? El 55% de los entrevistados señala que sí; mientras que el 45% 
considera que no. Las opiniones a favor del sí manifiestan que en nuestro país es mejor 
aplicar una sanción, ya que las leyes muchas veces son flexibles, de esta manera se actuaría 
buscando salvaguardar el medio ambiente. Hay quienes consideran que aplicar una sanción 
implicaría un castigo más ejemplar; ya que de esta manera se estaría protegiendo mejor a la 
naturaleza. Quienes señalan que no apuntan a la instauración de los tributos ecológicos o 
medio ambientales; ya que también constituyen una forma de regularización, de esta 
manera con el impuestos recaudados podrán financiarse proyectos con la finalidad de poder 
rescatar nuevamente a la naturaleza del deterioro en el cual se encuentra, es un hecho que 
nos conlleva a pensar y de seguro se deberá buscar unja solución inmediata al respecto. 
 
Tabla 7: ¿Considera que es pertinente aplicar una medida coercitiva antes que una sanción? 
 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Si 22 55% 
No 18 45% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
 
Gráfico 6: ¿Considera que es pertinente aplicar una medida coercitiva antes que una 
sanción? 
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Se preguntó también: ¿cuáles serían las ventajas de la aplicación de los tributos 
ambientales? El 45% de los entrevistados que la ventaja principal es la protección del 
medio ambiente; así mimo un 30% considera que la ventaja es la prevención y por último 
el 25% que es la reducción de la contaminación. Cabe señalar que los resultados obtenidos 
obedecen a razones que expresan los entrevistados como las siguientes: la ventaja debería 
ser que se debe de tener un mayor cuidado del medio; la ventaja es la protección; las 
ventajas podrían enfocarse en la disminución de la contaminación o simplemente en la 
protección del medio, lo cual beneficiaria en gran medida a la humanidad y a las futuras 
generaciones; un ventaja muy importante es la disminución de la contaminación, tal como 
señalan algunos entrevistados. Sin embargo, para poder actuar eficazmente se necesita de 
la intervención del Estado. 
 
Tabla 8. ¿Cuáles serían las ventajas de la aplicación de los tributos ambientales? 
 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Protección del medio 18 45% 
Prevención 12 30% 
Reducción de la contaminación 10 25% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
 
Gráfico 7. ¿Cuáles serían las ventajas de la aplicación de los tributos ambientales? 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
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Desventaja para la empresa No hay desventaja 
10% 
90% 
Por último, se preguntó: ¿cuáles serían las desventajas de la aplicación de los tributos 
ambientales? El 90% de los entrevistados señalo que no existen desventajas en la 
aplicación de los tributos ambientales; mientras que el 10% considera que, si habría 
desventajas, pero serian para la empresa o el empresariado en general. Hay quienes 
argumentan que no existen desventajas, más bien se ganaría mucho en el hecho de poder 
aplicar los tributos ambientales a las malas prácticas que realicen las empresas en relación 
a la vulneración del medio ambiente; mayormente son las empresas mineras quienes 
figuran en las listas de quienes afectan a la naturaleza por las condiciones en las que se 
realizan sus extracciones de los recursos naturales; seguido por las acciones de la tala de 
árboles; las empresas que se dedican a la extracción pesquera, también contribuyen al 
deterioro progresivo del medio marino; entre otras. 
 
Tabla 9. ¿Cuáles serían las desventajas de la aplicación de los tributos ambientales? 
 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
No hay desventaja 36 90% 
Desventaja para la empresa 4 10% 
TOTAL 40 100% 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
 
Gráfico 8. ¿Cuáles serían las desventajas de la aplicación de los tributos ambientales? 




En el siguiente apartado se discuten cada uno de los objetivos específicos propuestos 
en la investigación, los cuales se analizarán a la luz de los resultados y de las teorías que 
sustentan el estudio. 
 
Objetivo específico 1. Conocer las bases teóricas del medio ambiente y los tributos 
medioambientales, por medio del análisis documental. 
 
Se ha procedido a realizar un análisis sobre las teorías que sustentan en enfoque del 
medio ambiente; rescatando que la doctrina moderna presenta un sinnúmero de teorías que 
enfocan este tema: desde nuestra perspectiva en la cual se ha abordado el estudio se ha 
considerado como teoría esencial lo que se manifiesta en el derecho positivo como 
elemento fundamental del derecho ambiental y los tributos medioambientales. Desde el 
enfoque del derecho ambiental hemos tomado la teoría general de sistemas, cuyo creador 
Ray (2005) el cual sostiene que el medio ambiente es la suma de valores externos que 
interactúan en su conjunto sobre un sistema mayor determinando su dirección y su 
existencia; bajo esta perspectiva el medio ambiente es un conjunto supra; así mismo un 
puede constar de uno o más parámetros; sean estos propios de la naturaleza o físicos. Por 
último, el medio ambiente es un sistema que interactúa obligatoriamente con todos los 
seres bióticos y abióticos. 
 
Los fundamentos que favorecen el desarrollo de los tributos medioambientales tienen 
su base en la teoría de Coase y Pigou; los que manifiestan que los impuestos ecológicos o 
medioambientales favorecen el desarrollo de la sociedad; en concordancia al actual modelo 
económico; el cual ha contribuido con numerosos avances en todas las disciplinas del 
conocimiento; sin embargo también se han registrado vulneraciones inimaginables para la 
naturaleza; en ello el cambio climático y sus efectos es una prueba concreta de estos 
hechos. Se debe de tener en cuenta que el despilfarro de las fuentes y recursos naturales no 
renovables y que usados sin un criterio sustentable; es un indicador que afecta a la 
humanidad en su conjunto y a la vez genera contaminación. 
 
El principio el que contamina paga; es la base de la teoría de Piguo; sin embargo, es 
responsabilidad del Estado peruano velar por la economía y la salud de sus habitantes; este 
principio al cual se hace referencia es la base de la tributación medio ambiental, sin 
embargo, también se destaca; la teoría del costo social cuyo representa es Coase, el cual 
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plantea un arreglo directo entre el afectado y el contaminador, al margen del Estado. Desde 
nuestro punto de vista ambos contextos teóricos revisten importancia y a la vez constituyen 
los factores de tipo básico para poder hacer posible la sustentación de cualquier propuesta 
de gestión, buscando la aplicación de un impuesto ambiental en nuestro país. 
 
Objetivo específico 2. Examinar la legislación nacional, regional y local en referencia 
a la protección del medio ambiente en la región de Piura. 
En nuestro país, la recaudación del impuesto ambiental debe ir en dos direcciones: el 
Estado debe dirigir parte de la recaudación y destinarlo hacia los problemas que se puedan 
atender en orden de prioridad formulando para ellos proyectos que ayuden a proteger y 
salvaguardar el medio natural; y a la vez atender los problemas de salud y seguridad que se 
generen en las zonas atención de dichos proyectos ambientales. La otra dirección estaría en 
relación a la recaudación hacia las empresas que han generado los problemas ambientales 
exigiendo el desarrollo de sistemas de gestión ambiental, con la finalidad de poder mejorar 
la calidad del medio en el cual operan. 
 
Por otra de acuerdo al análisis realizado sobre el ordenamiento legislativo 
internacional y nacional en referencia al medio ambiente se tiene que en nuestro país no se 
aplica la tributación medio ambiental; en amparo de la protección por el hecho de las 
actividades contaminantes que vulneran el medio. No existe aún el desafío de poder hacer 
uso de tributos ambientales para poder implementar soluciones de forma eficiente que 
puedan disminuir y acabar con el problema de la vulneración ambiental; en otros Estados a 
nivel de Europa como España, Italia, Dinamarca y los Países Bajos o en el caso de 
Latinoamérica como Chile y Nicaragua entre otras naciones si se cuenta con legislación la 
cual se aplica a los tributos medio ambientales y se están alcanzando resultados positivos. 
 
Nuestra legislación nacional no regula adecuadamente la protección del 
medioambiente; no está acorde a la realidad económica y social, la cual genera la 
contaminación; es así que el derecho tiene un desafío muy grande para poder atacar el 
problema y alcanzar soluciones precisas que favorezcan al Estado y por ende a la 
ciudadanía en general. Nuestra estructura legislativa es piramidal y en la punta de esa 
pirámide se encuentra nuestra Constitución Política (1993); la cual señala en su artículo 
segundo; incisos veintidós; que toda persona tiene el derecho a disfrutar de un ambiente 
equilibrado y conveniente para el desarrollo de la vida. Así mismo en el artículo 66°se 
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estipula que los recursos naturales tanto no renovables y renovables, constituyen 
patrimonio del Estado; así mismo el Estado es quien dispone su aprovechamiento, las 
cuales son establecidas por ley a fin de fijar las circunstancias de su uso y de su concesión. 
Por último, la concesión confiere al titular un real derecho, el cual estará sujeto a la norma 
legal. Por último, el artículo 67° en el cual se determina que el Estado configura la política 
del medioambiente; así como también propicia el uso sostenible del recurso natural. 
 
Después de la Constitución Política tenemos la Ley General del Medio Ambiente – 
Ley N° 28611; esta ley pretende establecer un orden de prioridad dentro de la estructura 
normativa legal; con la finalidad de poder gestionar el tema ambiental en el país, 
estableciendo para ello un marco tributario acorde, considerando también objetivos para 
poder desarrollar una política nacional ambiental, que conduzca a comportamientos 
responsables en materia medioambiental, así como la conservación , la recuperación y el 
desarrollo sostenible; haciendo uso de tecnología adecuadas y que no generen impacto 
negativo en el ecosistema. 
 
En el siguiente orden normativo tenemos la modificación de la Ley General del 
Medio Ambiente – Ley N° 28611; la cual fue aprobada por Decreto Supremo N° 011- 
2009-MINAN; la cual en su artículo primero señala que el medio ambiente constituye un 
derecho de carácter irrenunciable; por tanto toda persona tiene el derecho a vivir en un 
ambiente saludable, adecuado y equilibrado, en el cual deberá contribuir para su 
conservación y protección, asegurando la salud de manera individual y colectiva; así como 
también deberá conservarse la biodiversidad y el sostenible aprovechamiento de los 
recursos naturales en aras del desarrollo del país. 
 
El artículo octavo de la ley está orientado a estructurar y diseñar la Política Nacional 
del Ambiente; en el cual deberán elaborarse los objetivos, lineamientos, metas, estrategias, 
instrumentos y programas de índole público; los cuales tendrán como intensión orientar y 
definir el desempeño de las instituciones gubernamentales en general; así como también a 
las instituciones privadas y la sociedad civil en su conjunto en temas de materia ambiental. 
Cabe señalar que las normas ambientales y las políticas responden a un orden nacional, 
regional y local. El artículo 23°; inciso primero de la misma ley analiza y determina la 
competencia de los Gobiernos Locales; los cuales en el marco de sus atributos y funciones 
deberán formular, promover y ejecutar planes de ordenamiento urbano y rural, que 
ameriten coordinación previa a la política nacional del ambiente. Así mismo en el inciso 
41  
segundo se señala que los gobiernos locales tienen que evitar los usos incompatibles y las 
actividades que por razones ambientales se desarrollen dentro de una misma zona dentro de 
la jurisdicción. 
 
Así mismo el artículo 78° está referido a normar la responsabilidad social de la 
empresa, por lo cual el Estado es responsable de facilitar y difundir la voluntaria adopción 
de las prácticas y políticas, así como también los mecanismos orientados a la 
responsabilidad social de la empresa, sabiendo que la empresa es un conjunto de 
operaciones que se encuentran orientados al logro de un determinado ambiente laboral. El 
artículo 113°; el cual versa sobre la calidad del medio ambiente; en su inciso primero 
señala que toda persona jurídica o natural; ya sea esta privada o pública tiene la obligación 
de poder contribuir en el control, prevención y recuperación de la calidad del ambiente y 
sus factores que dependan de él. 
 
El artículo 118°; el cual refiere la protección de la calidad del aire; enfatiza que en el 
ejercicio de sus atribuciones y funciones las autoridades públicas pueden adoptar medidas 
para la vigilancia, prevención, control epidemiológico y control ambiental; con la finalidad 
de poder certificar el mejoramiento, conservación y recuperación de la calidad del medio 
aéreo; cuyo fin es la disminución de riesgos y la prevención de daños sobre el ambiente y 
la salud. Por último el artículo 136° referido a las sanciones por daño al medio ambiente; 
señala que la multa podrá ascender a diez Unidades Impositivas Tributarias (UIT), así 
como también el decomiso de los objetos, sustancias o artefactos utilizados para la 
infracción; se exigirá también la restricción o paralización de los hechos causantes del 
daño; lo cual puede conllevar a la cancelación o suspensión de forma definitiva de la 
licencia, permiso o concesión; así como también se exigirá el cierre del establecimiento o 
local donde se desarrolla la actividad que ocasiona el daño. 
 
Otra normativa que se señala en nuestra legislación es la Ley Orgánica de 
Municipalidades – Ley N° 27972; la cual, en su artículo décimo, señala que los gobiernos 
locales son entes que favorecen el desarrollo integral con la finalidad de poder contribuir al 
crecimiento económico, la sostenibilidad ambiental y la justicia social; tan anhelada para la 
comunidad en general. 
 
Por último, señalamos la Ley General de Salud – Ley N° 26842; la cual en su 
capítulo sétimo referido a la Protección del Medio Ambiente para la Salud; realiza un 
análisis de las 
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condiciones que deben de tenerse en cuenta. Finalmente, el Código Civil, en el apartado de 
la Responsabilidad Civil Extracontractual; señala en el artículo 1969° que aquel que por 
culpa o dolo ocasiona un daño a otro, se encuentra en la obligación de indemnizarlo. Así 
mismo el artículo 1970° considera que aquel que mediante la posibilidad de un bien 
peligroso o riesgoso o por el ejercicio de una actividad calificada como tal causa un daño al 
otro y está en la obligación de poder repararlo. 
 
Objetivo específico 3. Informarse sobre los índices de contaminación ambiental, de las 
diferentes industrias evaluadas por las instituciones competentes en la protección del 
medio ambiente, de la región de Piura. 
 
En la región Piura la contaminación ambiental de acuerdo a los informes técnicos del 
Consejo Nacional del Ambiente (CONAM; 2017); afectan principalmente la calidad del 
aire; el cual se está deteriorando de manera progresiva afectando la salud de población en 
general, con especial incidencia en niños y jóvenes. Así mismo se señala que es necesario 
diseñar una política ambiental de carácter regional; que debe de ser parte del Plan 
Estratégico Regional que debe de servir de base fundamental para el salvaguardo del  
medio ambiente y su uso sostenible; lo cual conllevara a una mayor responsabilidad en uso 
y disfrute de los recursos naturales y del medio en el cual se encuentran; ello para poder 
contribuir en su preservación, en el desarrollo social, cultural y económico del ser humano, 
en permanente transformación de su entorno. 
 
La calidad ambiental en la región Piura es afectada hoy en día por el desarrollo de 
actividades de carácter extractivas, productivas y de servicio que no cuentan con las formas 
pertinentes para la protección del medio ambiente natural. La calidad del agua es uno de los 
más graves problemas de la región; situación que es causada por las descargas de los 
desechos industriales y domestico que no son tratados de manera y forma adecuada; 
sumándose a estas condiciones la inadecuada manipulación de los peligrosos residuos 
industriales y urbanos; contribuyendo a esto el número de situaciones ambientales que no 
son controladas por las autoridades pertinentes. 
 
En la región Piura se vienen desarrollando una seria de procesos ambientales que son 
responsabilidad del gobierno regional y los gobiernos locales entre ellos tenemos: el 
Programa Regional de Manejo Integrado de Recursos de la Zona Marino Costera; el 
Programa Regional de Conservación de Áreas Naturales; Programa Regional de Educación 
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Ambiental; Programa Regional de Conservación y Aprovechamiento Sostenible del 
Patrimonio Forestal – NORBOSQUE Piura; Plan de Desarrollo Forestal Regional; 
Proyecto Binacional Agua Sin Fronteras; Plan de Gestión de los Recursos Hídricos de la 
Cuenca Chira – Piura; Políticas de OT y microzonificación ecológica económica y por 
último las Estrategias Regionales de Cambio Climático, de Diversidad Biológica y Lucha 
Contra la Desertificación y Sequía; como se observa son muchos los proyectos regionales 
que buscan disminuir y atenuar los índices de contaminación ambiental; los cuales 
promueven una gestión integral de la calidad ambiental; así como su conservación y 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y de la diversidad biológica; para lo 
cual se requiere optimizar la gobernanza ambiental y desarrollar compromisos y 
oportunidades ambientales internacionales. 
 
Objetivo específico 4. Plantear una propuesta normativa que incorpore el tributo 
medio ambiental en la legislación vigente, para las industrias contaminantes, en la 
región de Piura. 
 
Del análisis realizado en las legislaciones extranjeras y en la nacional referido al 
medio ambiente tenemos que en nuestro país no tenemos Tributos Medio Ambientales que 
funcionen como instrumentos que salvaguarden el desarrollo de acciones contaminantes. 
Aún no se ha tomado la decisión por parte del gobierno nacional de utilizar los tributos que 
se puedan recaudar de forma eficiente para poder contribuir en la solución de los 
problemas de orden contaminante ambiental. En otros Estados como Venezuela, 
Nicaragua, Chile y Venezuela; ya se ha legislado la recaudación de los tributos 
medioambientales, lo cuales se aplican a las actividades que contaminantes del medio 
ambiente generando resultados muy positivos. 
 
Hasta el día de hoy nuestra legislación sólo ha discutido sobre el tema de la 
contaminación fundamentando razones filosóficas o valorativas bajo enfoques 
fundamentalistas, las cuales no brindan una respuesta efectiva frente a los desafíos de 
carácter científico en el tema y muchas veces estas normativas no guardan coherencia entre 
todas ellas, más contribuyen en la falta de efectividad con las cuales se debe de actuar. La 
legislación nacional que analiza el tema medio ambiental no refleja un diseño integrado ya 
que no atiende la realidad social y económica que genera la contaminación en todos los 
sectores. 
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La Agencia Europea del Medio Ambiente (AEMA, 2005) ha asumido medidas que 
aún se encuentran aisladas para el logro de los fines ambientales; estas medidas buscan la 
sostenibilidad, la aplicación de impuestos ambientales que deben de emplear de forma 
minuciosa basados en una evaluación minuciosa. El Banco Mundial (2017) ha observado 
que los impuestos ambientales han generado un mayor incentivo que está modificando las 
conductas; ante lo cual muchos empresarios han tomado medidas para el control de sus 
emisiones contaminantes ante la perspectiva de tener que pagar impuestos que ellos 
consideran excesivos para su desarrollo empresarial. 
 
En nuestro país el sistema tributario vigente no está orientado en la protección del 
medio ambiente; su aplicación está orientada a las actividades económicas vinculadas a la 
producción de bienes y servicios. No existe normativa tributaria medioambiental, ni 
ninguna norma expresa que se vincule a este hecho; por tanto, sería factible bajo todos los 
fundamentos expresados en el estudio regular jurídica y doctrinalmente el régimen 
sancionador; para que esta situación pueda ser asumida en nuestro Código Penal; 
estimándose como una acción adecuada que viene dando resultados favorables en otras 
legislaciones 
 
Basado en las consideraciones presentadas, propongo la inclusión dentro de la 
normatividad jurídica en la legislación nacional, la siguiente disposición: 
 
Primero: Determinar una ley cuyo objeto sea determinar los mecanismos legales y 
apropiados para disponer la protección del medio ambiente frente a las acciones de 
contaminación, haciendo posible el poder garantizar un sano ambiente para los residentes 
en los lugares en donde se desarrolla estas actividades contaminantes en general. 
 
Segundo: Las industrias en general que bajo cualquier acción originen contaminación en el 
medio ambiente, por medio de sus actividades industriales que desarrolla, quedaran sujetas 
al pago de un Tributo Medioambiental, el cual deberá ser determinado según la evaluación 
de los índices de contaminación que han generado, y los daños directos e indirectos que 
afecten a la salud de la población. 
 
Tercero. Las industrias que contaminan el medio ambiente superando los límites 
permisibles afectando la salud humana, serán inhabilitadas en sus licencias de 
funcionamiento y clausuradas en el ejercicio de su industria, con auxilio de la fuerza 
pública, cuya acción directa implica la participación de los gobiernos locales que han 
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otorgados los permisos de funcionamiento respectivos, lo cual deberá desarrollarse bajo la 
responsabilidad solidaria por los daños que pueden haberse generado al medo ambiente y a 
las personas en su salud o patrimonio. 
 
Cuarto. El impuesto que se aplicara a la contaminación ambiental quedara establecido en el 
30% aplicable al monto bruto de la producción de la empresa, pudiendo ser incrementado 
hasta en un 60%, si los responsables han tomado las medidas correctivas pertinentes 
garantizando la disminución efectiva de los índices contaminantes, dentro del primer año 
de entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Quinto. Los gobiernos locales serán los encargados de la recaudación del impuesto 
medioambiental. Para ello se dispondrá que las Municipalidades disponga la apertura de 
una cuenta bancaria especial cuya finalidad será el depósito de los impuestos ambientales, 
que se destinaran de forma exclusiva al mejoramiento de la calidad del medioambiente, en 
el lugar donde se recauda el impuesto y poder resarcir a las personas afectadas por los 
efectos de la contaminación ambiental. 
 
Sexto. El desarrollo de la acción penal contra la contaminación ambiental deberá ser 
asumido por el Ministerio Público; o por cualquier ciudadano afectado, presentando para 
ello la carga de la prueba respectiva. Bajo esta perspectiva se deberá presentar una 
denuncia de tipo penal; luego las autoridades competentes harán conocer la imputación de 
los hechos a los denunciados con la finalidad de que ejercite su derecho de defensa, bajo 
cuyo apersonamiento al proceso, sólo será admitido acreditando prueba respectiva del 
informe técnico de peritos especializados; que deberán ser emitidas por tres profesionales 




1. Tras haber analizado el sustento jurídico normativo nacional podemos concluir que no 
existen sanciones, penales, administrativas y económicas que hasta el día de hoy hayan 
dado resultados positivos respecto al cuidado y preservación del medio ambiente; su 
aplicación es inoperante; ya que no existe sanción penal al respecto; para su tipificación 
se tiene que recurrir a normativas administrativas, las que operan legalmente de 
conformidad a lo que establece la Constitución Política del Perú en su artículo 305°. 
 
2. Con respecto a las bases teóricas que sustenta normativamente abordar los estudios y 
los tributos medioambientales, encontramos como sustento los estudios de Pigou; el 
cual dio paso a la creación del principio: “el que contamina paga”; el cual es acogido 
por la comunidad internacional; como principio fundamental de las políticas públicas 
que utilizan los instrumentos económicos con la finalidad de poder favorecer un 
desarrollo ambientalmente pertinente. 
 
3. De acuerdo a los pocos reportes existentes en la región Piura o en el contexto nacional 
con respecto a la zona se tiene que existen altos índices de contaminación ambiental; 
los cuales perjudican directamente a la población como por ejemplo en el caso del 
agua; ya que los afluentes que alimentan la producción del agua potable en la ciudad 
registra importantes índices de contaminación; sumándose a ello las  emisiones 
gaseosas que deterioran el aire y generando también enfermedades respiratorias. 
 
4. La Tributación Medioambiental, no está regulada en ninguna norma jurídica nacional, 
regional o local, situación que genera que se siga contaminando y que no sean 
indemnizadas las personas afectadas, por los daños producidos; bajo tal configuración 
nuestra propuesta es la incorporación de los tributos medioambientales dentro de la 
legislación vigente, situación que constituye el principal beneficio económico de su 
aplicación, incentivando la posibilidad del desarrollo de nuevas tecnologías, para la 




1. Se recomienda optimizar la legislación nacional en lo concerniente a materia ambiental, 
generando leyes que deben de priorizar la protección de los recursos y reservas 
naturales, disminuyendo el vacío jurídico, respecto a la protección del medio urbano, 
puesto que dentro de la normatividad nacional únicamente encontramos delegación de 
facultades, mas no uso debido de las facultades establecidas. 
 
2. La normatividad vigente sobre manejo de conservación del medio ambiente no cumple 
con garantizar de manera efectiva y real el derecho a gozar de un ambiente equilibrado 
y adecuado para el desarrollo de su vida; poniéndose en riesgo los demás derechos 
inherentes del ser humano, lo cual se recomienda la incorporación de los tributos 
ambientales que ayudaran a la solución del presente problema. 
 
3. Por último teniendo como sustento los fundamentos de las teorías medioambientales y 
las experiencias legislativas de otras legislaciones extranjeros, así como la ya 
mencionada inoperancia de las normas actuales sancionadoras considero pertinente el 
poder proponer la incorporación de los denominados tributos medioambientales en la 
legislación nacional, que deberá ser aplicado a las actividades contaminantes, con la 
finalidad de poder disminuir los índices de contaminación en la región Piura, en 
beneficio directo de la población; con tal propósito, se ha diseñado un posible 
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Matriz de consistencia lógica. 
Tabla. Matriz de consistencia lógica. 
 
PROBLEMA HIPÓTESIS OBJETIVOS VARIABLES 
¿La 
incorporación  
de los tributos 




medidas  de 
acción 
preventiva en 




La incorporación de 
los tributos 
ambientales en la 
legislación nacional, 
regional y  local 
puede beneficiar de 
manera directa las 
medidas de acción 
preventiva en 
resguardo y 
protección del medio 
ambiente que tanto se 
necesita para poder 
contribuir 
General 
Analizar el sustento jurídico normativo de los denominados tributos ambientales dentro 
de la legislación nacional, regional y municipal como una alternativa para actuar en favor 
de las medidas de acción preventiva en resguardo y protección del medio ambiente. 
 
Específicos. 
 Conocer las bases teóricas del medio ambiente y los tributos medioambientales, por 
medio del análisis documental. 
 Examinar la legislación nacional, regional y local en referencia a la protección del 
medio ambiente en la región de Piura. 
 Informarse sobre los índices de contaminación ambiental, de las diferentes industrias 
evaluadas por las instituciones competentes en la protección del medio ambiente, de 
la región de Piura. 
 Plantear una propuesta normativa que incorpore el tributo medio ambiental en la 













Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
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Matriz de consistencia Metodológica 
 
Tabla. Matriz de consistencia metodológica. 
 











Diseño No Experimental 
40 abogados Cuestionarios 
Validación por consulta 
de expertos. 
Fuente: Elaborado por: Mercedes Carolina Herrada Pintado. 
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Instrumentos de recolección de datos 
CUESTIONARIO DIRIGIDO A PROFESIONALES DEL DERECHO 
1. ¿Tiene conocimiento acerca de los tributos ambientales?
a) SI b) NO
2. ¿Qué son los tributos ambientales?
3. ¿Hay aplicación de los tributos ambientales?
a) SI b) NO
4. ¿En que ayudaría la aplicación de los tributos ambientales?
5. ¿Cree que con la aplicación de tributos ambientales reduciría los índices de
contaminación?
a) SI b) NO
6. ¿Los tributos ambientales sería un mecanismo para prevenir la contaminación?
a) SI b) NO
7. ¿De qué manera cree que previene la contaminación los tributos ambientales?
8. ¿Considera que es pertinente aplicar una medida correctiva antes que una
sanción? ¿Por qué?
9. ¿Cuáles serían las ventajas y desventajas de los tributos ambientales?
